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6.2.2. De la liquidación por fraude

En relación con esta cuestión preguntábamos a las entidades 
suministradoras si se atenían estrictamente a lo dispuesto en el RSDA o 
contaban con alguna modulación que evitase la liquidación de cantidades 
muy superiores a las que pudieran resultar del consumo normal de las 
personas que habitan la vivienda en la que se detecta el fraude.

Con ello no pretendíamos excusar las responsabilidades inherentes 
a la defraudación cometida sino interesarnos por posibles respuestas 
alternativas, bien ante los casos en que exista constancia de que el fraude 
se produjo en un lapso de tiempo inferior al año, o bien porque se pretenda 
dar salida a una situación de dificultad económica personal o familiar ante 
la que la liquidación por fraude no hace más que alejar cualquier posibilidad 
de regularización.

Por regla general las entidades suministradoras señalaron que aplican 
estrictamente lo dispuesto en el RSDA para determinar la liquidación 
procedente, en función del caso que se trate: de no existir contrato o 
realizarse derivaciones antes del contador, de haberse manipulado el aparato 
de medida o de utilizarse el agua para usos distintos de los contratados 
afectando a la facturación de los consumos.

Algunas puntualizaron que cualquier modulación de la liquidación, 
además de infringir lo dispuesto por el RSDA, incitaría al fraude porque 
podría compensar económicamente realizar tal actuación. Recordaban que 
la liquidación no sólo tiene por objeto compensar a la entidad suministradora 
por el agua defraudada sino también una finalidad disuasoria frente a estas 
prácticas.

Otras sí reconocían aplicar alguna excepción a las reglas fijadas en el 
RSDA para girar la liquidación por fraude en circunstancias singulares que 
se estudiaban. A veces incluso se acude a la figura del Defensor del Usuario.

En estos casos reconocían las dificultades que implica la aplicación 
de medidas de flexibilización cuando la contraprestación por el servicio se 
configura como una tasa. En algún caso se soluciona el problema acudiendo 
a la figura de la reducción por pronto pago.

Por su parte, las asociaciones de defensa de las personas consumidoras 
nos han trasladado que las liquidaciones por fraude efectivamente suelen dar 
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como resultado cantidades muy superiores a las que hubiesen correspondido 
por el consumo habitual del inmueble, ya que llevan incorporadas la 
penalización por fraude.

Añadían que la aplicación de las reglas establecidas en el artículo 
93 RSDA provoca una quiebra del principio de igualdad en la aplicación de 
las penalizaciones puesto que los usuarios con menor consumo habitual 
son más penalizados que quienes tuvieran consumos altos al no existir ni 
aplicarse factores de corrección a estas penalizaciones.

Esta Institución también ha podido conocer por la tramitación de 
algunas quejas individuales que algunas entidades suministradoras han 
aplicado factores de corrección en determinadas circunstancias. Éstos se 
traducían normalmente en la reducción de los días a los que se aplica el 
cálculo de la liquidación, por debajo del tope máximo de un año previsto 
reglamentariamente.

Con carácter general incluso esta medida viene siendo aplicada por 
algunas entidades suministradoras que entienden deben tener en cuenta 
el lapso de tiempo transcurrido desde la última vez que tuvieron ocasión 
de revisar el contador en el momento de la toma de lectura hasta que se 
detecta el fraude, haciendo así una interpretación extensiva de lo dispuesto 
en el RDSA: «computándose el tiempo a considerar, tres horas diarias desde 
la fecha de la última verificación oficial».

Otro aspecto sobre el que consideramos oportuno posicionarnos es 
el de los conceptos a los que debe alcanzar la liquidación por fraude, al 
menos teniendo en cuenta la actual regulación del RSDA.

A este respecto, una de las quejas recibidas en esta Institución 
en relación con este asunto cuestionaba que, junto a los metros cúbicos 
valorados en concepto de abastecimiento de agua, se incorporasen los 
mismos metros cúbicos por los conceptos de saneamiento y de depuración.

La Administración de Consumo viene resolviendo las reclamaciones 
relativas a las liquidaciones por fraude señalando que no se regula en el 
RSDA el servicio de evacuación de aguas residuales ni su tratamiento, que 
forman parte de otras fases del proceso llamado ciclo integral del agua. Por 
tanto, las tarifas aplicables a esas otras fases no se encuentran dentro de los 
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conceptos a los que se refieren los artículos 94, 95 y relacionados del RSDA, 
que se refieren tan sólo a la fase de abastecimiento.

Por los mismos motivos tampoco resulta procedente incorporar a la 
liquidación por fraude la aplicación de los metros cúbicos valorados al canon 
autonómico de depuración.

Esta postura tendría su apoyo en distintos pronunciamientos judiciales, 
incluidos los del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Cuestión relacionada con la anterior es la del importe económico 
que se tiene en cuenta para multiplicar por los metros cúbicos objeto de la 
liquidación.

Por la tramitación de quejas hemos podido observar que algunas 
entidades aplican los precios correspondientes a cada uno de los bloques 
crecientes de la cuota variable, fijados en las propias Ordenanzas locales. 
De este modo, dado que la aplicación de los criterios del artículo 93 RSDA 
da como resultado un importante número de metros cúbicos (máxime si se 
toma en consideración el plazo máximo de un año), la mayoría de ellos se 
facturarán en el último bloque de la cuota variable.

Otras, tras determinar el importe que correspondería a cada uno de 
los tramos incluidos en los bloques de consumo correspondientes a un año, 
dividen el importe resultante de dicha liquidación por el total de metros 
cúbicos liquidados. Este resultado determina un precio medio que es el que 
aplican al total de metros cúbicos valorados en el fraude sobre el número de 
días que tomen en consideración.

A nuestro juicio se trata de cuestiones que debieran regularse por la 
normativa autonómica, de forma que permitiese una mínima homogeneidad 
en el territorio andaluz en la determinación de la liquidación por fraude.

En cuanto a la información que deba ofrecerse en la liquidación 
por fraude debemos señalar la importancia de que el documento sea lo 
suficientemente explicativo de los criterios empleados para el cálculo y del 
amparo normativo del mismo.

De este modo se garantiza el ejercicio de posibles acciones que 
pudieran corresponder al consumidor frente a la liquidación por errores de 
cálculo o de cómputo de los plazos que se toman en consideración.
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A este respecto, y en relación con las liquidaciones efectuadas a raíz 
de algunas campañas de erradicación de derivaciones fraudulentas en zonas 
deprimidas, las asociaciones de consumidores denunciaban los dudosos 
mecanismos de gestión de deudas por fraude. En concreto, la improcedencia 
de algunos métodos de obtención del documento de reconocimiento de 
deuda, en el que el usuario asume el compromiso de abono del importe 
reconocido como cierto. Si bien dichos procedimientos no serían ilegales, no 
se habría ofrecido información suficiente al usuario.

Señalaban la necesidad de mejorar la transparencia de este tipo de 
documentos, de modo que fueran lo más detallado posible y quedando 
expresamente recogidos los plazos que están siendo reclamados, pues sólo 
así podría asegurarse que el usuario tiene un conocimiento cierto de la 
cantidad que se le está reclamando.

Preocupan especialmente a esta Institución las situaciones en que el 
fraude pueda ser una respuesta a una situación de dificultad económica 
para asumir el pago de recibos.

En la mayoría de las quejas recibidas en esta Institución el problema 
reside precisamente en la existencia de una importante deuda económica 
correspondiente a la liquidación por fraude. Esta deuda, por decisión del 
correspondiente Ayuntamiento o entidad suministradora, no puede ser 
asumida con cargo a las ayudas gestionadas desde los Servicios Sociales 
comunitarios, ni a los fondos de solidaridad específicamente creados para 
atender las situaciones de vulnerabilidad social.

Para estos supuestos la solución debe venir necesariamente de las 
oportunas medidas de flexibilización del cálculo de la liquidación o, en su 
defecto, del calendario de pago de la deuda resultante, debiéndose articular 
los oportunos acuerdos que permitan la regularización de la situación del 
suministro. Además, al menos podrían orientarse las ayudas que pudieran 
corresponder por “pobreza hídrica” a las facturas que se generen ex novo 
por los consumos registrados una vez suscrito el contrato de suministro o 
corregida la anomalía y normalizado el mismo.

Por otra parte estimamos oportuno que las entidades suministradoras 
o los respectivos Ayuntamientos realicen campañas informativas dirigidas 
a la población en las que se advierta de las consecuencias de encontrase 
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en una situación irregular y se oriente a las distintas opciones que se hayan 
creado para atender las necesidades de suministro de agua para personas 
con escasos recursos económicos.

Con este tipo de medidas preventivas estimamos que pudiera reducirse 
de modo significativo la incidencia de los fraudes en el suministro de agua, 
de tal manera que la situación económica personal y familiar no sea la 
responsable indirecta de los mismos.

6.2.3. Otras consecuencias aparejadas a la defraudación del agua

Por regla general las entidades han señalado que la crisis económica 
no ha tenido una especial incidencia en el posible aumento de fraudes, 
justificándose éste más bien en el empleo de mayores medios para poder 
erradicarlos.

Este esfuerzo de las entidades suministradoras empleado en actuar 
contra el fraude se les presenta como una obligación de servicio ante la 
ciudadanía que cumple con sus obligaciones de contribuir al sostenimiento 
económico del servicio.

Asimismo han señalado que en ocasiones la alteración de contadores o 
las conexiones fraudulentas no estarían justificadas en una posible dificultad 
económica personal o familiar sino que se instaura como un modelo erróneo 
y corrompido de estar en comunidad.

A veces estas actitudes tendrían efectos negativos en el entorno, 
siendo frecuente que “por contagio” se extiendan en una misma zona, 
máxime si se advierte que ello no acarrea unas consecuencias negativas ni 
económicas ni personales.

Según nos relataban, algunas personas incluso habrían llegado a 
hacer gala del fraude que estarían cometiendo, tanto ante vecinos como 
ante el propio personal de la entidad suministradora, reconociendo ésta 
la dificultad para erradicar esta situación por muchas veces que hubieran 
acudido a eliminar la conexión fraudulenta.

En este sentido las entidades suministradoras también nos contaban 
que apenas acuden a la denuncia por la vía penal ya que la restitución 


